Impugnación de Tutela 

66170-31-05-001-2019-00421-01
Daniel Felipe Rendón Herrera vs ICETEX

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / PROCEDENCIA DE  LA ACCIÓN DE TUTELA PARA PROTEGERLO / REQUISITOS / RESPUESTA CLARA, DE FONDO Y OPORTUNA / SIN IMPORTAR QUE SEA POSITIVA O NEGATIVA / RENOVACIÓN DE CRÉDITO POR EL ICETEX.
No cabe duda que la petición es un derecho fundamental, sobre el que la Honorable Corte Constitucional ha manifestado:

“Cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo…”
Sobre este derecho la Jurisprudencia Constitucional tiene dicho de manera reiterada (2012), que el derecho de petición exige concretarse en una pronta y oportuna respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que la misma sea favorable a los intereses del peticionario y escrita, pero en todo caso debe “cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario…”
En el presente caso, cumple advertir que no existe vulneración al derecho fundamental de petición del señor Daniel Felipe Rendón Herrera…
Quiere decir lo anterior, que la entidad accionada emitió una respuesta de fondo, clara y precisa frente a lo pretendido, sin que per se la negativa de acceder a las súplicas elevadas por el accionante constituyan violación a su derecho fundamental, pues ha sido vasta la jurisprudencia constitucional que de manera reiterada ha sostenido que la contestación “(…) no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado” ; es decir, la protección constitucional se circunscribe a la garantía que tienen todos las personas de presentar solicitudes y a obtener una contestación a la misma…
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… me aparto de la decisión mayoritaria de revocar la sentencia de primera instancia y en su lugar negar el amparo deprecado, bajo el argumento de que la respuesta emitida por el ICETEX fue precisa, clara y de fondo con relación a lo pretendido. (…)
En primer lugar debe advertirse que aunque en la acción de tutela se solicita el amparo del derecho de petición, al hacer una revisión completa del escrito introductorio se observa que también se invoca la protección de los derechos fundamentales a la educación, debido proceso y mínimo vital, por lo que era necesario verificar si la respuesta emitida por el ente accionado, en efecto vulneró tales garantías. (…)

Si bien es cierto que no necesariamente debe ser favorable la contestación, en este caso, aunque el ICETEX claramente le manifestó al accionante la imposibilidad de efectuar la renovación solicitada, no tuvo consideración de las particularidades de su caso ni le ofreció mayores soluciones a los inconvenientes puestos a su consideración, puesto que se itera, por la tardanza en la respuesta, el término de verificación estaba por concluir y al actor no le manifestaron qué documentación requería para que el comité de crédito estudiara su caso. (…)
si en gracia de discusión se aceptara la respuesta que en su momento efectuó ICETEX, lo cierto es que para este momento se hacía necesaria una complementación de la misma, con relación al nuevo calendario para efectuar las verificaciones y con el propósito de que el accionante retome el programa de arquitectura ya no en el segundo semestre de 2019, sino en el primero del 2020.
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA PRIMERA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Sustanciadora

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Pereira, Risaralda, treinta (30) de enero de dos mil veinte (2020)

Acta número 16 de 30-01-2020
Decide la Sala la impugnación de la sentencia proferida el 19-11-2019 por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Daniel Felipe Rendón Herrera, identificado con cédula de ciudadanía No. 1.088.020.347, en contra del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior – ICETEX.
ANTECEDENTES

1. Derechos fundamentales invocados, pretensión y hechos relevantes 
Quien promueve el amparo pretende que se le tutele el derecho fundamental de petición, para lo cual solicita se ordene a la demanda que dé respuesta de fondo a la solicitud presenta y acceda favorablemente la renovación y financiación educativa de la carrera de arquitectura.
Narra el accionante que: (i) el 05-06-2019 solicitó ante la entidad demandada la renovación del crédito y le expuso las situaciones económicas que lo habían llevado a suspender la carrera para el periodo 2018-2; ii) el 01-08-2019 envió petición a la Universidad Católica de Pereira, en la que requirió ampliación del plazo para pagar la matrícula del periodo 2019-2 y; iii) en el mes de agosto recibió respuesta del requerimiento de manera negativa.
2. Pronunciamiento de la accionada
La demandada solicitó denegar el amparo y en consecuencia declarar hecho superado, porque dio respuesta de fondo al derecho de petición elevado por el señor Daniel Felipe Rendón Herrera, en el que le informó que no era posible acceder a la renovación del crédito, toda vez que había superado el número de aplazamientos permitidos en el Acuerdo 29 de 2007.
3. Sentencia impugnada 
El Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, Risaralda tuteló el derecho fundamental de petición del actor y ordenó al presidente del ICETEX para que emitiera una respuesta de fondo, clara, suficiente, efectiva y congruente con la solicitud instaurada por el accionante, analizando si hay lugar a la suspensión del crédito para los periodos 2018-2 y 2019-1 y “(…) advirtiéndole que el periodo 2019-2, no puede ser tomado como causal de no renovación del crédito, pues el derecho de petición objeto de esta acción de tutela, debe ser entendida en tal sentido”.
Para arribar a dicha conclusión, señaló la accionada al momento de contestar la petición no analizó la situación particular del señor Rendón Herrera, esto es, los motivos económicos por los cuales no pudo cursar los periodos 2018-2 y 2019-1, simplemente se limitó a transcribir los apartes de la norma que le era aplicable; máxime que tampoco era posible emplear la causal K del artículo 67 del Acuerdo 029 de 20-06-2017, pues para el ciclo 2019-2 sí existió solicitud de renovación del crédito, por lo que era procedente su otorgamiento.
4. Impugnación 
La entidad accionada solicitó la revocatoria para en su lugar declarar que no existió vulneración al derecho fundamental del accionante, pues contestó de fondo la petición elevada por el actor, la cual se notificó en debida forma.
CONSIDERACIONES

1. Competencia

Este Tribunal es competente para conocer de la presente acción, al ser superior del Juzgado Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda, quien profirió la decisión.
2. Problemas jurídicos
En atención a lo expuesto por el accionante, la Sala se formula el siguiente interrogante:
2.1 ¿La accionada vulneró al señor Daniel Felipe Rendón Herrera el derecho de petición? 

Previamente se verificará si se cumple con los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela.

3. Requisitos de procedencia de la tutela
Se tiene como requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, según el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991: (i) la presunta vulneración de un derecho fundamental por acción u omisión de una autoridad pública y en algunos casos por particulares, (ii) legitimación por activa y por pasiva de los accionados, (iii) la inmediatez y (iv) subsidiariedad
.
3.1 Legitimación

Están legitimados en este asunto los intervinientes, al ser el señor Daniel Felipe Rendón Herrera titular del derecho que expone en el escrito de tutela, específicamente por elevar solicitud de renovación del crédito ante ICETEX y esta quien la recibió, además de ser la competente para atender tal requerimiento. 
3.2 Inmediatez 
Se encuentra satisfecho, en el entendido que desde la presentación de la petición junio de 2019 hasta la interposición del presente amparo 25-10-2019, ha transcurrido menos de 6 meses; término que es prudente para solicitar el amparo del derecho fundamental.

3.3 Subsidiariedad y derecho fundamental 
No cabe duda que la petición es un derecho fundamental, sobre el que la Honorable Corte Constitucional ha manifestado:

“Cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. Por esta razón, quien encuentre que la debida resolución a su derecho de petición no fue producida o comunicada dentro de los términos que la ley señala, esto es, que se quebrantó su garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción de amparo constitucional.”
Así se tienen satisfechos estos últimos presupuestos.
4. Solución a los interrogantes planteados 

4.1. Derecho de petición

4.1.1 Fundamento jurídico
El artículo 23 de la Constitución Nacional consagra este derecho, el que fue desarrollado por la actual Ley estatutaria 1755 de 2015 promulgada el 30-06-2015.

Sobre este derecho la Jurisprudencia Constitucional tiene dicho de manera reiterada (2012)
, que el derecho de petición exige concretarse en una pronta y oportuna respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que la misma sea favorable a los intereses del peticionario y escrita, pero en todo caso debe “cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.”

En cuanto al término con que cuentan las entidades para resolver las peticiones que se les formulen, salvo norma especial, es de quince (15) días, contados a partir del día siguiente a su recepción y en el caso de las peticiones de información son diez (10) días, según el artículo 14 de la Ley estatutaria 1755 de 2015.

4.1. 2 Fundamento fáctico
En el presente caso, cumple advertir que no existe vulneración al derecho fundamental de petición del señor Daniel Felipe Rendón Herrera, como quiera que se tiene acreditado que éste presentó solicitud en junio de 2019, sin especificar día, ante el ICETEX para la renovación del crédito para el periodo 2019-2 (fl. 8, cdno 1); razón por la cual ésta última entidad mediante misiva No. 20190388754 de 09-08-2019 le informó que no era posible atender favorablemente su requerimiento, en tanto había incurrido en la causal K del artículo 67 del Acuerdo 29 de 2007, en tanto se probó 3 aplazamientos 2017-01, 2018-2 y 2019-1 (fl. 9, cdno 1). 

Hasta aquí se tiene que dio respuesta a la petición en sentido negativo dándole la razón de derecho y de hecho contrario a lo que sostuvo la primera instancia; sin embargo fue más allá y le indicó que podía presentar los soportes, enlistándoles algunos, necesarios para justificar los motivos que lo llevaron para no realizar la renovación del crédito, los cuales serían analizados por el Comité de Crédito (fl. 13 y 14, cdno 1); oficio que fue comunicado al promotor del litigio mediante entrega física del mismo (fl. 38, cdno 1).
Quiere decir lo anterior, que la entidad accionada emitió una respuesta de fondo, clara y precisa frente a lo pretendido, sin que per se la negativa de acceder a las súplicas elevadas por el accionante constituyan violación a su derecho fundamental, pues ha sido vasta la jurisprudencia constitucional que de manera reiterada ha sostenido que la contestación “(…) no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado”
; es decir, la protección constitucional se circunscribe a la garantía que tienen todos las personas de presentar solicitudes y a obtener una contestación a la misma, contrario a lo afirmado por el a quo, pues en este caso no era de competencia del juez constitucional analizar si la decisión de la administración era acertada o no, en razón a que el hecho vulnerador aducido por el actor fue la supuesta falta de respuesta.
Sin que el ir más allá por parte de la entidad demandada, pueda significar falta de congruencia que hagan viable la presente acción, pues precisamente le dio a conocer otro mecanismo para estudiar su situación particular, notificándole en tiempo la fecha de corte para la presentación de tales pruebas, pues la comunicación fue recibida el 21-08-2019 ante 25 intentos por entregarla (fl. 38, cdno 1), por lo que ante la pasividad del actor no puede atribuírsele responsabilidad a la accionada.
CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto, se revocará la sentencia de primera instancia para en su lugar negar el amparo solicitado.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda - Sala Primera de Decisión, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia del 19-11-2019 proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, para en su lugar NEGAR el amparo pretendido por el señor Daniel Felipe Rendón Herrera, identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.088.020.347 en contra del Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior – ICETEX, por las razones antes expuestas. 
SEGUNDO: COMUNICAR esta decisión a las partes, intervinientes y al juzgado de origen en los términos legales.
TERCERO: REMITIR el expediente a la honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase,
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente 

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Magistrado
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SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, me aparto de la decisión mayoritaria de revocar la sentencia de primera instancia y en su lugar negar el amparo deprecado, bajo el argumento de que la respuesta emitida por el ICETEX fue precisa, clara y de fondo con relación a lo pretendido.

Como quiera que mi proyecto fue derrotado, expongo a continuación lo que dije en esa oportunidad y no fue acogido por la Sala mayoritaria así:

En primer lugar debe advertirse que aunque en la acción de tutela se solicita el amparo del derecho de petición, al hacer una revisión completa del escrito introductorio se observa que también se invoca la protección de los derechos fundamentales a la educación, debido proceso y mínimo vital, por lo que era necesario verificar si la respuesta emitida por el ente accionado, en efecto vulneró tales garantías.

Fue aportada al proceso la respuesta dada por el ICETEX a la solicitud de renovación y financiación educativa elevada por el accionante. No obstante, a mi juicio no cumple con los lineamientos constitucionales expuestos antecedentemente, por lo siguiente:

i)
A pesar de que la respuesta está fechada el 9 de agosto de 2019 fue realmente recibida por el accionante el 21 del mismo mes y año (fl. 38) y, si se toma como cierto lo manifestado en el escrito de tutela, en el sentido de que la petición se elevó el 5 de junio del 2019, dicha respuesta resultó inoportuna, máxime cuando los plazos del calendario señalados en la misma para efectuar las verificaciones recomendadas, cerrarían el 30 de agosto de 2019, es decir que el accionante tenía menos de 10 días para reunir la documentación pertinente y continuar con el proceso de verificación. Además para el momento en que fue recibida la respuesta ya se había agotado el término de matrícula del semestre 2019-2.

ii)
Si bien es cierto que no necesariamente debe ser favorable la contestación, en este caso, aunque el ICETEX claramente le manifestó al accionante la imposibilidad de efectuar la renovación solicitada, no tuvo consideración de las particularidades de su caso ni le ofreció mayores soluciones a los inconvenientes puestos a su consideración, puesto que se itera, por la tardanza en la respuesta, el término de verificación estaba por concluir y al actor no le manifestaron qué documentación requería para que el comité de crédito estudiara su caso.
iii)
Tampoco se observa en la contestación que se hubiera realizado una explicación pormenorizada de las posibilidades del reconocimiento del subsidio de sostenimiento pedido por el señor Rendón Herrera, para que, en caso de considerarse pertinente en un futuro continuar con el crédito, él, una vez informado, pudiera adelantar el proceso necesario para acceder a la ayuda y con ello solventar las condiciones económicas que eran precisamente la causa del abandono de los semestres echados en falta.

Con todo, si en gracia de discusión se aceptara la respuesta que en su momento efectuó ICETEX, lo cierto es que para este momento se hacía necesaria una complementación de la misma, con relación al nuevo calendario para efectuar las verificaciones y con el propósito de que el accionante retome el programa de arquitectura ya no en el segundo semestre de 2019, sino en el primero del 2020. 

En ese orden de ideas, debió avalarse las disquisiciones efectuadas por el juez de primera instancia y confirmar la sentencia impugnada, toda vez que la respuesta no cumplió con la finalidad del derecho de petición y la omisión genera una afectación colateral al derecho a la educación del accionante y al debido proceso, por no haber puesto en conocimiento de manera oportuna la posibilidad de acudir ante el comité de verificación  y con ello, de encontrarse procedente, retomar sus estudios.

En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada

� Corte Constitucional. Sentencia T-275 de 12-04-2012, M.P. Juan Carlos Henao Pérez.


� Honorable Corte Constitucional. Sentencia T-146-2012. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Corte Constitucional T-077 de 2018.
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